Expediente Letra “R”, N° 221, Libro XLIV, Año 2008, caratulado “Rivera, Rosa Patricia (en nombre representación de sus hijos menores) c/ Estado Nacional y/o Est. Mayor Gral. Del Ejército”.

EXCMA. CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN:

JULIÁN HORACIO LANGEVIN, Defensor Oficial ante la Corte Suprema de Justicia de la Nación, constituyendo domicilio en la calle Paraguay 1855, 1° piso, contrafrente, Capital Federal, vengo a contestar la vista conferida a fs. 297.

I.- En atención a lo que surge de estos obrados, asumo la representación que por ley me corresponde (cf. arts. 59 del Código Civil y 54, incisos “a”, “b”, “c”, “d”, “e”, “f” e “i”, de la Ley Orgánica del Ministerio Público N° 24.946), respecto de las menores Y.A.O, nacida el 31 de agosto de 1992 y T.J.O, nacida el 27 de noviembre de 1994 (cf. fotocopia del instrumento público glosado a fs. 23).

II.- En tal carácter, procedo a emitir dictamen respecto del recurso extraordinario concedido a fs. 289/vta., que fuera interpuesto por la letrada apoderada de la parte demandada a fs. 273/280vta., contra la sentencia dictada el 21 de septiembre de 2007 por la Cámara Federal de Apelaciones de la Provincia de Salta (fs. 264/270vta.).

Tal pronunciamiento confirmó parcialmente el decisorio de grado, modificándolo al reducir el monto de la indemnización otorgada en concepto de daño material y aplicando al caso la Ley de Consolidación Nº 25.344.

III.- Respecto a la procedencia formal, cabe destacar, que la demandada fundó el remedio federal deducido en el art. 14, inc. 3º, de la Ley Nº 48 y en la causal de arbitrariedad de la sentencia.

Al respecto, considero que ha sido correctamente concedido, con sustento en la normativa invocada, en mérito a que se ha puesto en tela de juicio la inteligencia otorgada por el juzgador a normas federales (Ley Nº 19.101) y la decisión ha sido contraria al derecho fundada en ellas.

En cuanto a la causal de arbitrariedad, estimo que el recurso fue bien denegado por el a quo; cuestión que ha quedado firme, al no haberse interpuesto recurso de queja por ante vuestro Digno Tribunal.

IV.- Sentado ello, de una atenta lectura de las presentes actuaciones advierto que se ha omitido conferir intervención en tiempo oportuno al Ministerio Público de Menores, con la consiguiente conculcación de las garantías a la defensa en juicio, al debido proceso legal, y de acceder a la justicia en un pie de igualdad; como así también, al derecho que tiene todo niño a ser oído (cf. arts. 17 y 18 de la Constitución Nacional, y art. 12 de la Convención de los Derechos del Niño), lo cual torna al procedimiento nulo, de nulidad relativa.

En ese entendimiento, es dable remarcar, que se han omitido conferirle vistas fundamentales, a saber: a) Al inicio de las actuaciones, a fin de que asumiera la representación promiscua de las menores, conforme fuera peticionado por la parte accionante (v. fs. 15, punto X); b) Previo al llamado de autos para sentencia, a los efectos de dictaminar sobre el fondo de la cuestión planteada; c) Luego de dictada la sentencia de grado, a fin de que el magistrado de la defensa habilitara -si lo consideraba necesario- la etapa recursiva por su legitimación autónoma, o en su caso, participara en su rol de contralor del recurso de apelación interpuesto por la actora; y finalmente, d) Con posterioridad al dictado del pronunciamiento de la Alzada, a los efectos de que habilitara la vía recursiva pertinente.

Sentado ello, deviene palmario, que se ha privado a las menores en las instancias anteriores de gozar de la representación que ejerce el Ministerio Pupilar (y ello no queda subsanado con la vista que se me confiere); en virtud de que tales omisiones han generado un grado de indefensión, acarreando un proceso “injusto”.

Nuestro ordenamiento legal establece que el Defensor de Menores es parte esencial y legítima en todo asunto en el que intervenga un menor de edad, debiendo incluso participar en forma promiscua con el fin de asistirlo y articular todos los medios que provean a su mejor defensa en juicio, bajo pena de nulidad de todo acto llevado a cabo sin su participación (cf. arts. 59, 493 y 494 del Código Civil y 54 de la ley Orgánica de Ministerio Público Nº 24.946).

A mayor abundamiento, cabe puntualizar, que la doble representación legal prevista por la normativa precitada tiene por finalidad controlar que no exista contraposición con los intereses de sus representantes legales, quienes como se ve en innumerables casos, no siempre actúan diligentemente; ya sea por negligencia, o bien por otras circunstancias no reprochables que pudieran impedírselo. 

Así en las presentes actuaciones, como lo ha sostenido ese Alto Tribunal en casos análogos: “ ...se soslayó conferir la intervención al ministerio pupilar para que ejerciera la representación necesaria del incapaz en el trámite de la causa, circunstancias que habrían producido gravamen irreparable al privar a su representada de hacer valer acciones y defensas antes de dictarse el fallo...”; y ello por imperativo legal ocasiona la nulidad relativa de todo lo actuado, pues “…debe primar la evidente finalidad tuitiva perseguida por el legislador al prever la defensa apropiada de los derechos del menor, especialmente cuando el tema fue objeto de consideración específica en tratados internacionales que tienen jerarquía constitucional (art. 75, inc. 22 de la Ley Suprema), tales como la Convención sobre los derechos del Niño, arts. 12 inc.2 y 26, inc. 1).” (Fallos: 320-2:1291; idem v. doctrina de Fallos: 305:1945, 320:1291, 323:1250, y recientemente en Fallos: 330:4498, con remisión al dictamen de la Sra. Procuradora Fiscal, que esa Corte comparte y hace suyo).

En consecuencia, considero que se ha incurrido en un grave incumplimiento por omisión, una violación a la garantía del debido proceso legal (cf. arts. 18 C.N., 27 de la Ley 26.061 y art. 12 de la Convención sobre los Derechos del Niño), y al derecho de igualdad de mis representadas.

Máxime, en atención a que la Excma. Cámara resolvió modificar la decisión de grado (redujo el monto indemnizatorio y aplicó la Ley de Consolidación Nº 25.344), lo cual fue consentido por su progenitora, generándole un serio perjuicio a mis asistidas; siendo además, que la normativa vigente en materia de protección integral de los derechos de los niños, les reconoce expresamente el derecho a participar activamente en el proceso y ejercer su derecho de defensa, lo que en autos tampoco se ha contemplado.

Por ello, soy de la opinión, que corresponde decretar la nulidad de las actuaciones cumplidas sin su intervención, y su posterior remisión a las instancias anteriores, a fin de que se garantice la doble representación a la que se ha aludido.

V.- Para el hipotético supuesto de que no se comparta la solución que propugno, paso a expedirme sucintamente sobre el fondo de la cuestión planteada.

A modo de introito, procederé a delimitar los hechos en que se

funda la presente acción.
A fs. 1/15 se presentan Da. Rosa Patricia Rivera, por sí, y en representación de sus hijos menores de edad, Y.A.O, T.J.O y Luis Cristian Javier Otteiza (hoy mayor de edad); y Patricia Elizabet Otteiza, a los efectos de iniciar acción por daños y perjuicios contra el Estado Nacional y/o el Estado Mayor General del Ejército Argentino, por el fallecimiento del esposo y padre de los presentantes, Sr. Jorge Raúl Otteiza, acaecido como consecuencia de un accidente de tránsito.

Relatan, que el nombrado revistaba como Sargento Ayudante en el Ejército Argentino y tenía como tarea asignada conducir un camión Mercedes Benz, modelo L2624, interno Nº EA33702. 
Indican, que en uno de los viajes que le fuera ordenado realizar, trasladando tres piezas de un puente Baley, el camión volcó y como consecuencia de ello se produjo su deceso.

Sostienen, que el accidente se produjo en razón de haberse verificado las siguientes concausas, a saber: a) La falla del sistema de frenos del vehículo; b) La circunstancia de que una de las lingas de acero que sostenía la carga se rompió; c) Que llevaba una sobrecarga de 8.000 kilogramos; y d) Que el camión había sobrepasado su tiempo de vida útil.

Como consecuencia de ello, endilgan la responsabilidad al Ejército Argentino, quien debió haber velado por el buen estado del vehículo automotor de su propiedad. 

Fundan en derecho y ofrecen prueba.

A fs. 32/36vta. se presenta la Dra. Silvia Mónica Arrostito, en representación del Estado Nacional (Estado Mayor General del Ejército), quien contestó la demanda, negó los hechos expuestos y solicitó su rechazo.
A fs. 60/vta. se ordenó la apertura a prueba.
A fs. 230/238 el Juzgado de grado dictó sentencia, la cual dispuso hacer lugar parcialmente a la demanda.

Dicho decisorio fue apelado por la parte demandada (v. fs. 240) y por la parte actora (v. fs. 243); expresando agravios a fs. 249/254 y fs. 255/257 respectivamente.

A fs. 264/270vta la Excma. Cámara resolvió confirmar parcialmente el decisorio apelado, modificándolo al reducir el monto de la indemnización en concepto de daño material y aplicando al caso la Ley de Consolidación Nº 25.344.

Contra dicho decisorio la parte demandada interpuso recurso extraordinario federal (fs. 273/280vta.); siendo concedido a fs. 289vta.

VI.- Establecido ello, pasaré a contestar los agravios esgrimidos por la recurrente.
Se agravia principalmente al sostener que la sentencia en crisis al otorgar a los demandantes una indemnización basada en normas del derecho civil, realizó una errónea interpretación de la legislación específica que rige la materia, en tanto “…la ley 19.101 constituye un sistema cerrado que excluye la aplicación de normas de derecho común para reclamar indemnización por daños sufridos en actos del servicio por el personal militar” (v. fs. 276, último párrafo).

Soslaya la demandada, que si bien la materia fue objeto de diversos tratamientos y soluciones (v. Fallos: 184:378; 204:428; 291:280; 308:1118; 315:1731; 315:2207), la cuestión quedó finalmente zanjada con el leading case “Mengual”, en el cual se estableció que: “…no existe óbice alguno para otorgar una indemnización basada en normas de derecho común a un integrante de las fuerzas armadas o de seguridad –ya sea que su incorporación haya sido voluntaria o consecuencia de las disposiciones sobre el servicio militar obligatorio-.” (Fallos:318:1959).

Para así decidir, vuestro Digno Tribunal interpretó que la legislación específica (ley 19.101) no contempla el pago de una indemnización, sino la percepción de un beneficio previsional, que no deviene incompatible con el reconocimiento simultáneo de la reparación fundada en las normas del derecho común.

Y tal criterio, no se limita para los casos en que el reclamante, miembro de las fuerzas armadas, presenta una incapacidad laboral mayor al 66%, como consecuencia de un accidente acaecido en un acto de servicio no bélico (v.

Fallos: 321:3363), como erróneamente sostiene la apelante; sino que se extiende, también a aquellos casos en que los derechohabientes del agente militar fallecido son los que reclaman la indemnización correspondiente.

En efecto, el Sr. Procurador Fiscal, en un dictamen que esa Corte hizo suyo, expresó que: “…procede concluir que no existe óbice alguno para otorgar una indemnización basada en normas de derecho común a un integrante de las fuerzas armadas (o a sus derechohabientes), cuando las leyes específicas que rigen la institución no prevén una reparación, sino un haber de retiro de naturaleza previsional, y se trata –como ocurre en el caso-, de circunstancias ajenas al combate, consecuencia de un hecho accidental que podía ser imputado jurídicamente el Estado Nacional (v. Fallos: 321:3363, último párrafo del dictamen e ítem citados, y considerando 5º de la sentencia). (…) por no tratarse en el caso de un fallecimiento acaecido en acciones bélicas, y en virtud de que las disposiciones respectivas de la ley 19.101 no contemplan un régimen indemnizatorio especial, sino que tratan de haberes previsionales, no existió –a mi ver- impedimento alguno para reclamar el resarcimiento de los daños por las normas del derecho común que rigen analógicamente a los restantes agentes de la administración” (Fallos: 325:1957).

Como corolario, en atención a que la muerte del padre de mis asistidas se produjo como consecuencia de un accidente en un acto de servicio no bélico (extremo reconocido por la propia demandada –v. fs. 189 del expediente interno Letra ZYO Nº 0279/5-), y que la pensión otorgada a sus derechohabientes, según la ley 19.101, es de carácter netamente previsional; soy de la opinión, que los agravios incoados no deberán prosperar.

VII.- Por estos breves fundamentos y demás razones que suplirá el elevado criterio de V.E., solicito que se decrete la nulidad articulada con el alcance indicado; y en su defecto, se rechace el remedio federal intentado.

DEFENSORÍA OFICIAL ANTE LA CORTE SUPREMA DE JUSTICIA DE LA NACIÓN, 5 de diciembre de 2008.-
